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LA `EXCLUSIÓN´ SOCIAL. UN ANÁLISIS CRITICO A LA POLÍTICA PÚBLICA DE RENTA MÍNIMA.
María Beatriz Lucuix®
INTRODUCCIÓN

En los años noventa, los profesionales de las Políticas Sociales incorporaron el término ‘exclusión social’ para referirse a parte de la población objeto de sus gestiones. Este concepto se utiliza para referirse a las poblaciones en situación de desventaja social en el mundo actual, es un término que pretende considerar aspectos del fenómeno (como su carácter multidimensional, relativo y dinámico) que no estaban contemplados en otros términos empleados con anterioridad. Existen vínculos entre ese ‘nuevo’ concepto y los contextos en los que se ha planteado: la persistencia de la pobreza en los estados del bienestar y la aparición de nuevas políticas sociales dirigidas a los colectivos en situación de desventaja social. El ‘éxito’ que ha tenido el concepto de exclusión social frente a otros candidatos a denominar a aquellos sectores de las poblaciones occidentales en situación de desventaja social (pobreza, marginación, precariedad o infraclase entre otros) y los problemas que su uso ha tenido en la aplicación, en política social, se evidencian en  las políticas de lucha contra la pobreza de los estados del bienestar como contexto en el que aparece y comienza a emplearse el término de `exclusión social´.

La ponencia considera como caso de análisis el Plan Jefas-Jefes de Hogar Desocupados (JJHD) implementado en nuestro país, con el objeto de reunir los resultados de algunas evaluaciones realizadas hasta el momento y producir un análisis crítico a la luz de algunos principios y criterios esenciales de la intervención estatal cuando enfrenta una pauperización general y procesos de exclusión social
. 

la exclusión y la protección social
Conviene recordar que la pobreza no es un problema exclusivo de los estados del bienestar, tampoco se puede afirmar que la lucha contra este fenómeno sea un objetivo prioritario de sus políticas. Es cierto que los orígenes de los estados del bienestar estuvieron relacionados con la protección del riesgo de pobreza de ciertas categorías sociales y que el conjunto de sus políticas ha transformado las estructuras de precariedad y desigualdad sociales. Sin embargo, entre las políticas sociales que constituyen su esqueleto (seguros sociales, salud pública, sistema educativo o políticas de mercado de trabajo) no se encuentran las políticas dirigidas a las poblaciones en situación de pobreza. 

Las políticas asistenciales, las prestaciones que funcionan como última red de protección social y que constituyen como tales las políticas más estrechamente ligadas con el problema, han recibido menor atención. Sin embargo, para dar cuenta de la aparición del concepto de exclusión social hay que orientar la atención a estas políticas constituidas por los sistemas y prestaciones asistenciales concebidos para prestar ayuda o protección a quien no la ha obtenido por otros medios (Room, 1995; Taylor-Gooby, 1991).

El pleno empleo se refería principalmente a la población masculina, el salario tenía carácter de salario familiar y se mantenía el estatus de ama de casa para las mujeres. Este esquema se asentaba, por lo tanto, en una familia estable en torno al varón cabeza de familia, asegurando la alta fertilidad y la provisión de cuidados en el seno del hogar (Esping-Andersen, 1993a). El impulso del agregado de diferentes ideas e intereses de actores sociales y políticos (proletariado, clases medias y clases agrícolas) determinó la expansión de la política social. La consolidación de los programas sociales se llevó a cabo bajo la asunción de que todas las clases, no sólo las trabajadoras, eran vulnerables, y de que los principios de igualdad, solidaridad y universalidad beneficiaban a todas ellas. Los elementos básicos de protección frente a la pobreza eran el trabajo y la familia. El desarrollo económico de posguerra y las posibilidades de acceso a un salario dieron pie a una concepción de la pobreza como un problema coyuntural. El pleno empleo ocultaba las relaciones entre pobreza y mercado (Scott, 1994). Sólo algunos accidentes vitales o acontecimientos puntuales ocasionaban situaciones a las que la provisión pública solidaria debía dar respuesta. La pobreza se localizaba en los núcleos rurales y en la población inmigrante, es decir, en sectores que aún no se habían incorporado a los procesos centrales de modernización económica.

El desarrollo, la extensión de sistemas de protección social solidarios, el acceso a la educación y a la atención sanitaria se consideraban las mejores herramientas para la creación de sociedades igualitarias y solidarias en las que la pobreza sería un mal erradicado. La universalización se plasmó también en el desarrollo de sistemas públicos de educación, sanitarios, de servicios sociales y de vivienda. Los sistemas de garantía de mínimos que se consolidaron en los años cincuenta y sesenta eran las últimas redes de seguridad o protección frente a la pobreza en los sistemas públicos de protección social. En términos generales se trataba de protección de carácter asistencial, sujeta a comprobaciones o a contraprestaciones obligatorias (formativas, ocupacionales, conductuales) y a una gran discrecionalidad. Estas condiciones de percepción marcaban la última línea entre las que se consideran pobreza digna y la pobreza indigna, donde la participación laboral era el elemento más importante. Las personas que no pertenecían a la población activa (minusválidos, niños, amas de casa o ancianos, es decir ‘no considerados a efectos laborales’) accedían a las ayudas de mínimos más fácilmente y éstas eran más generosas. Sin embargo, el dominio del pleno empleo tras las Segunda Guerra Mundial influyó en la asunción generalizada de que la permanencia de la población activa en los esquemas de mínimos era temporal, por lo que los sistemas de control y disciplinamiento de las prestaciones de mínimos apenas eran visibles.

A comienzos de los noventa, se produjo un cambio visible en la conceptualización de la pobreza (Pinheiro, 1996). Un nuevo término monopolizó las discusiones sobre los sectores más desfavorecidos de la sociedad: ‘exclusión social’.

El uso del término ‘exclusión social’ se remonta al debate ideológico y político de los años sesenta en Francia, tras la crisis económica de los setenta comenzó a aplicarse a determinadas categorías sociales, abarcando a un número creciente de grupos y problemáticas. A mediados de la década la propia Administración francesa delimitó las categorías sociales (básicamente las tradicionales de la asistencia social) y el porcentaje poblacional que podía considerarse afectado, a la vez que se desarrollaban nuevas medidas de protección social, encaminadas a la ‘inserción’. En los años ochenta, el concepto se asoció a los problemas del desempleo y a la inestabilidad de los vínculos sociales, en el contexto de la entonces llamada ‘nueva pobreza’. El uso de este término se fue generalizando en la opinión pública, en el mundo académico y en los debates políticos (incluso campañas presidenciales) Las primeras alusiones al concepto de exclusión social en el contexto comunitario aparecieron en un documento del último periodo del Segundo Programa de Pobreza en 1988, en el preámbulo de la Carta Social Europea en 1989 y, ese mismo año, el Consejo de Ministros adoptó una resolución relativa a la lucha contra la exclusión social. Posteriormente su uso se extendió a la política social desarrollada por la Comisión, en especial en el ‘Programa de la Comunidad Europea para la Integración Económica y Social de los Grupos menos Favorecidos’ (conocido como‘Pobreza 3’) y en el ‘Observatorio de Políticas Nacionales de Lucha contra la Exclusión Social’ (Berghman, 1996). El empleo del término ‘exclusión social’ se extendió rápidamente tanto hacia ámbitos académicos como políticos a través de la participación en los programas de acción europeos.

El traslado del término desde el contexto francés no significa que haya adquirido una elaboración conceptual precisa, sólida y estable. Existen múltiples interpretaciones del término y de sus diferencias respecto de otros referidos a los sectores más desfavorecidos de la sociedad. El uso de ‘exclusión social’ ha convivido en los debates políticos y académicos con otros términos referidos a fenómenos sociales similares o colindantes (marginación, pobreza, privación o infraclases). Las concepciones manejadas han sido diferentes según los países, los tipos de prestaciones, las poblaciones o las disciplinas académicas desde las que se emplee.

La multidimensionalidad y la relatividad ya aparecían en la concepción de pobreza inspirada en la ‘privación relativa’ de P.Townsend. Esta definición sí añadía mayor concreción en los aspectos o dimensiones de la pobreza o la exclusión, e introducía el aspecto temporal, al incidir en la persistencia de las desventajas. Al igual que exclusión, se han empleado como sinónimos o cercanos a pobreza conceptos como marginación, miseria, mendicidad, vagancia, vulnerabilidad, precariedad, necesidad, menester, indigencia entre otros. La pobreza se ha estudiado como desigualdad social, rechazo social, diferencias sociales, discriminación social, segregación social, relegación, descalificación, desafiliación, privación, minusvalía, inadaptación social, estigmatización, y desventaja 

Se insiste en que la `exclusión´ es un fenómeno que atañe a amplios sectores de la población y es algo más que desigualdades monetarias. Así, J. Delors en 1993 en la conferencia de clausura del Seminario Luchar contra la Exclusión Social (Copenhague), afirmaba que “...en el futuro continuaremos distinguiendo entre pobreza y exclusión social [...] aunque exclusión incluye pobreza, pobreza no incluye exclusión” y remarcaba que la exclusión no es un fenómeno marginal sino un fenómeno social que cuestiona y amenaza los valores de la sociedad. (Abrahamson, 1997).

Otro aspecto interesante de esta conceptualización de exclusión es su relación con la ruptura o quiebra del contrato social establecido en las sociedades europeas tras la Segunda Guerra Mundial. Los participantes del ya mencionado Observatorio europeo vincularon la exclusión con la ruptura de los derechos sociales (según la formulación de posguerra de T.H. Marshall, 1964). De acuerdo con ello, la exclusión viene dada por la negación o inobservancia de los derechos sociales, lo que, además, incidiría en el deterioro de los derechos políticos y económicos (Room, 1995).

Las transformaciones en la organización del trabajo no sólo están provocando el aumento en los niveles de desigualdad, sino el fenómeno social, la `exclusión´ de la participación en el ciclo productivo. A diferencia del capitalismo industrial tradicional, que incluía a todos a través de vínculos de explotación y dominación, este nuevo capitalismo tiene una fuerte tendencia expulsora, basada en la ruptura de los vínculos. La exclusión del trabajo es la base de una exclusión social más general o – para usar la expresión de Robert Castel - una des-afiliación con respecto a las instancias sociales más significativas. La exclusión social provoca, desde este punto de vista, una modificación fundamental en la estructura de la sociedad, que estaría pasando de una organización vertical, basada en relaciones sociales de explotación entre los que ocupan posiciones superiores frente a los que ocupan las posiciones inferiores, a una organización horizontal, donde lo importante no es tanto el lugar en la jerarquía sino la distancia con respecto al centro de la sociedad.

El avance de la exclusión tiende, de esta manera, a reemplazar la relación tradicional de explotación. Explotadores y explotados pertenecen a la misma esfera económica y social, ya que los explotados son necesarios para mantener el sistema. La toma de conciencia de la explotación puede provocar –como lo muestra la historia del capitalismo - una reacción de movilización colectiva y de conflicto organizado a través de las instituciones representativas de los explotados. La exclusión, en cambio, no implica relación sino divorcio. La toma de conciencia de la exclusión no genera una reacción organizada de movilización. En la exclusión no hay grupo contestatario, ni objeto preciso de reivindicación, ni instrumentos concretos para imponerla. Siguiendo nuevamente a Castel, mientras que la explotación es un conflicto, la exclusión es una ruptura.

la exclusión,  la intervención y la gestión de lo social

Los participantes en la política europea (políticos, técnicos o expertos) recogieron el término y lo emplearon en sus propios ámbitos de actuación. Su traslado al ámbito estatal o local no significó el mantenimiento de su conceptualización. Principalmente se empleó el término ‘exclusión social’ referido a un problema de menores dimensiones que hacía referencia a una situación de gran precariedad y en la que se acumulaban carencias de diversa índole. La exclusión social se definió en este marco como la última etapa en un proceso de empobrecimiento, a menudo asociado a estigmas asociados con la desviación social. 

La intervención social, según esta concepción del problema, debía fomentar la ‘inserción social’ de los individuos y familias excluidos: bien reforzando a las poblaciones en situación de vulnerabilidad, bien organizando estrategias de inserción social para los excluidos. El trabajo social se debía basar en los procesos de exclusión-inserción social, desde una perspectiva global de las poblaciones y de sus problemas. En lugar de proporcionar los recursos necesarios para la subsistencia, de reparar una deficiencia según un diagnóstico clínico o de distinguir en categorías específicas, se proponía elaborar programas que movilizasen las capacidades del sujeto para salir de su situación de excluido (Castel, 1990; Paugam 1996a).

La concepción de exclusión-inserción social se emplea en ámbitos de elaboración política de tipo nacional o regional, niveles gubernamentales de un gran protagonismo en la definición de políticas sociales tras la ruptura de los mecanismos de protección a través el empleo y los seguros sociales. Sobre todo cercana al espíritu de la política de Revenu Minimum d’Insertion francés y a otras de similar orientación surgidas a finales de los ochenta y comienzos de los noventa en algunos países europeos (Castel, 1990; Paugam, 1993). También se emplea en ámbitos políticos locales y regionales, con capacidades de elaboración política limitadas, pero que llaman la atención sobre el problema e introducen actuaciones innovadoras. Estas intervenciones se diseñaron pensando en una inserción por lo económico, a través de la participación en el empleo. Parten de la asunción del trabajo como el elemento básico de pertenencia a la colectividad y de integración social. El objetivo de la integración no es solucionar el problema del desempleo sino buscar huecos, diseñar estructuras flexibles y protegidas para la colocación de personas excluidas.

Por otra parte, la centralidad que ha adquirido el trabajo como contraprestación para acceder a ayudas económicas ha tenido un carácter de disciplinamiento y control social. Este tipo de actuación corre el riesgo, por otra parte, de convertirse en mero ocupacionalismo, una activación sin reflejo productivo de colectivos que ya cargan con una fuerte estigmatización. Esta concepción de exclusión social tampoco ha solucionado las limitaciones que se habían señalado en otros conceptos destinados a denominar las situaciones y los procesos vividos por las personas en situación de exclusión social. Por una parte renueva una visión de la pobreza como un fenómeno

Lejos de la pasividad y la retirada del mundo laboral, las poblaciones en situaciones de exclusión están recurriendo a otras actividades no formalizadas, en mercados secundarios, poco rentables pero no aislados de los procesos sociales (Laparra, Gaviria y Aguilar, 1996). Por otra parte, la concepción de exclusión social está ocultando la diversidad de situaciones de los individuos o grupos de excluidos y de las formas de exclusión y está presentando un proceso irreversible, en la que los sujetos han perdido la capacidad de hacer frente a su situación. Finalmente, los nuevos programas de inserción centrados en la activación renuevan las líneas divisorias entre pobres dignos y pobres indignos. En tiempos de escasez de trabajo, la asistencia social se destina a quienes carecen o han carecido de una relación estable con el empleo. Frente a ellos, pierden su derecho a recibir ayuda, aquellos que ‘parece’ que no realizan esfuerzos suficientes para insertarse laboralmente o que rechazan hacerlo teniendo capacidades para ello. Esta división refuerza valores como la ‘ética del trabajo’ o la primacía de la familia (Gans, 1994).

También tiene efectos estigmatizadores de quienes viven en situaciones de pobreza, que se convierten en sospechosos de ser los responsables de su situación y se asocian con toda una serie de patologías sociales (Casado, 1994; Casado, 1994; Alonso Torrens, 1994).

la relación  exclusión - ciudadanía

La idea de exclusión se impone ante la necesidad de explicar situaciones en las que la noción de pobreza no resulta suficiente, como tampoco la de marginalidad en la medida que trasladaba al ámbito del desarrollo personal la dinámica moderno-tradicional
. Si en el primer caso el énfasis se colocaba en la dimensión material del bienestar, en el segundo el desarrollo obedecía esencialmente al cambio del patrón cultural que nos hacía permanecer (como sociedad y a las personas) al margen del ‘desarrollo’. La exclusión por el contrario llama la atención acerca de los déficits del desarrollo capitalista, proceso desigual en el que pueden encontrarse polos de alto desarrollo tecnológico y de calidad de vida conviviendo con núcleos poblaciones en la miseria y la indigencia. En realidad, muestra una cara asimilable a la idea de la ‘pobreza del progreso’, involucrando en la condición de excluido dos aspectos simultáneos: la pérdida de inserción laboral e inserción social. Ambas características pondrán en jaque la relación de ciudadanía y las propias bases del contrato social, sobre el que se ha cimentado todo el desarrollo del Estado moderno. 

Sin embargo, ¿la exclusión es una cualidad no esperada de este ordenamiento socio-estatal? Si el Estado moderno se fundó en la idea del contrato social a partir de ciudadanos (que trabajan, que cumplen las normas, que merecen, que cotizan para recibir transferencias, etc.), entonces existen unas pautas de exclusión que son inherentes a la propia configuración estatal. Lejos de ser la exclusión un resultado inesperado, es una condición del funcionamiento social concebido como un campo de lucha en el que en ciertos momentos unos son excluidos y mas tarde candidatos a la inclusión, y así alternativamente. Así mientras se integraba a vastos sectores sociales siempre existieron algunos no integrados que lucharían por insertarse.

El contrato social -como cualquier otro contrato- se asienta en criterios de inclusión los que por tanto son también criterios de exclusión. El primero se refiere a quienes se consideran partes contratantes, es decir, a los individuos y sus asociaciones representativas. Un segundo criterio establece el contrato en base a una ciudadanía territorialmente fundada: sólo los que se consideran ciudadanos resultan objeto de ese contrato excluyendo alternativamente minorías, migrantes, etc. que no se consideren pertenecientes a un espacio social determinado. El tercero hace referencia al carácter público de los intereses que se defienden, en la medida que excluye aquellos aspectos considerados de la vida privada, de la intimidad o del espacio doméstico. 

Por último, el contrato social alude esencialmente a una aspiración, pues es una idea que sólo se legitima en la medida que no existan excluidos, haciendo realidad la utopía de una sociedad civil que logra maximizar tanto la igualdad como la libertad. Ello explica las permanentes tensiones en que nos coloca esta lógica las que obligan  a la disposición de mecanismos de legitimación y de regulación social (los que en muchos casos contradicen la propia aspiración de emancipación social). De allí que una política como la analizada aquí, ofrezca distintas vías para la crítica tanto desde la perspectiva del control social como desde la idea de realización.

Finalmente, debe quedar en claro en que el contrato supone una individualización de las situaciones que se homogeinizan a partir de tres presupuestos contractuales: la existencia de un sistema general de valores, un sistema común de medidas y un espacio-tiempo privilegiado a la medida del tiempo estatal/nacional, todos aspectos que se hallan en crisis, o en el sentido planteado de Santos (2001), atravesando una ‘transición paradigmática’. 

La exclusión es un aspecto inherente al funcionamiento de la sociedad moderna, aunque presenta algunas dimensiones inéditas. La política de unos ingresos mínimos de inserción asume en ese marco una lógica contractual que traslada las mismas tensiones que pueden observarse en los términos más generales del contrato social: control vs. emancipación, realidad nacional vs. realidad local, relativismo vs. universalismo de los valores.

En la Argentina de los últimos tiempos, junto con el importante número de pobres e indigentes, coexisten una significativa cantidad de quienes reciben una prestación universal contradiciendo las afirmaciones de la completa desaparición del Estado de Bienestar- prestación que, junto con otras como las de los comedores escolares y comunitarios, los roperos, o las viviendas subsidiadas, impide que atraviesen la línea de la pobreza. 

Un entramado de múltiples causas ha concluido en el aumento inusitado de la “incidencia, heterogeneidad e intensidad de la pobreza” (Torrado, 2002) creando, en Argentina, un desconocido modelo de `exclusión social´. Exclusión e indigencia implican la negación de derechos fundamentales. Las personas excluidas están fuera de la sociedad o son definidas, simplemente, como no existentes, empiezan a dejar de ser actores sociales que transitan escenarios sociales, según el marco teórico utilizado. Es evidente que estamos asistiendo a un proceso de reestructuración social, por lo que, como señala María del Carmen Feijoo (2001) debemos pensar que somos...tributarios de un intento de comprensión de la sociedad que, tomando como modelo la vieja pobreza, la vieja sociedad quiere iluminar la nueva a partir de la información estadística...que útil en sociedades estables resulta incompleto en sociedades que recorren un proceso de reconversión societal.
El neoliberalismo y la expansión de una economía orientada por el mercado que subsumió a la política tuvieron, como correlato, “el fortalecimiento del individualismo y la tendencia a definir las relaciones en términos de mercado” (Jelin, 1997). Así, la lógica de intereses individuales debilitó las bases de la acción colectiva. En el campo de la atención de la pobreza, las políticas universales cedieron espacio a las focalizadas. De esta forma, se buscó fragmentar, producir un quiebre que evitara la agregación de las demandas y, por ende, la constitución de espacios de política. Por un lado, se atendía a las mujeres, otro programa contenía a la infancia, otro, a las adolescentes embarazadas, con lo cual la población paso a definirse desde el problema. De esta forma, cada problema se constituyó en una instancia programática con una implementación territorial cada vez más sectorializada y muy planificada de antemano.

En el contexto de la emergencia económica y social -2001- se creó el Programa Jefes de Hogar (Decreto N° 165/02) con el objeto de poner en marcha un conjunto de acciones destinadas a atender la situación de desprotección de los hogares cuyos Jefes/as se encuentren desocupados/as. Los Ministerios de Desarrollo Social y Trabajo, Empleo y Seguridad Social, fueron constituidos en las autoridades de aplicación e instrumentación. Posteriormente, mediante el Decreto N° 565/2002, se creó un nuevo Programa Jefas-Jefes de Hogar Desocupados – Derecho Familiar de Inclusión Social (también  denominado Jefes de Hogar II), que universalizó la población-objetivo definida en el marco del Decreto anterior, estableciendo la descentralización operativa de su ejecución en cada Provincia y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y concentrando de este modo su aplicación en la acción de los Municipios
. La prestación consiste en la asignación de $150 mensuales al titular del beneficio y la obligación de una contraprestación por parte de aquel. Está destinada a jefes/as de hogar con hijos de hasta 18 años de edad, o discapacitados de cualquier edad, y a hogares en los que la jefa de hogar o la cónyuge, concubina o cohabitante del jefe de hogar se hallare en estado de gravidez, todos ellos desocupados y que residan en forma permanente en el país. Este Programa puede hacerse extensivo a desocupados jóvenes y a mayores de 60 años que no hubieran accedido a una prestación provisional. Todo ello debe estar acreditado en un Formulario Único de Inscripción mediante declaración jurada. Asimismo, el Plan prevé la realización de contraprestaciones por parte de los/as beneficiarios/as, consistentes en asegurar:

a) la concurrencia escolar de sus hijos/as, así como el control de salud de aquellos/as que se encuentren en las condiciones previstas,
b) la incorporación de los/as beneficiarios/as a la educación formal,
c) su participación en cursos de capacitación que coadyuven a su futura reinserción laboral, 
d) su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios de impacto ponderable en materia ocupacional.
El control en la adjudicación y la efectivización del Plan debe ser ejercido por los Consejos Consultivos de cada localidad, integrados por representantes de los trabajadores, los empresarios, las organizaciones sociales y confesionales y por los niveles de gobierno que correspondan. En municipios o localidades de más de 25.000 habitantes pueden conformarse consejos consultivos barriales, con el propósito de efectuar el monitoreo del Programa. Dichos consejos deben integrarse con representantes de los sectores mencionados precedentemente. Estos entes son responsables de asegurar localmente el control, la transparencia y la efectiva ejecución del programa.
Los principales puntos en lo que se han concentrando las reflexiones y el debate no sólo académico, sino fundamentalmente de la sociedad civil a través de los medios de comunicación, han sido principalmente dos: el que tiene que ver con el acceso al beneficio y el papel de los militantes y punteros políticos, como el de las organizaciones piqueteras y el manejo dudoso de la prestación así como la defensa de su mantenimiento en el caso de las decisiones sobre bajas; y el segundo, referido al cumplimiento y valor de la  contraprestación. Clientelismo, corrupción, dependencia y promoción de la holgazanería son los aspectos negativos que ordenan las principales notas negativas al plan. 

Para un análisis de la marcha del Plan se trabajó con dos evaluaciones de distinto alcance: 1) la presentación de resultados del “Monitoreo del Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados” realizado por el Monitor Social. Monitor Social del Sector Social. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, Octubre de 2003; y 2) “Efectos de los Planes Jefas y Jefes sobre el Empleo” elaborado por la Dirección Nacional de Coordinación de Políticas Macroeconómicas. Notas de Coyuntura de fecha 17/01/2003.

Si consideramos los puntos salientes en el informe del ‘Monitor Social’, en su análisis cualitativo detectó falencias relacionadas con la naturaleza, legitimidad y utilidad de las contraprestaciones: se ha encontrado que la presentación de ‘megaproyectos’ o de una excesiva cantidad de proyectos por parte de los Municipios o los Gobiernos Provinciales, puede convertirse en una forma de alimentar y generar vínculos de dependencia con el poder político de turno de las personas desocupadas, las que se ven obligadas a cumplir una serie de exigencias que van más allá de la obligación a realizar una contraprestación laboral. Así por ejemplo “les piden a las chicas que aporten $5 o que lleven harina y azúcar para hacer tortas que luego se entregan en actos políticos”, o “telas para hacer ropa para entregar al hospital o para repartir en Semana Santa, como si fueran parte de la rama femenina”, o “las maltratan si no quieren hacer trabajo político como es el reparto de boletas para la elección, o la asistencia a los actos políticos, marchas o cortes diciendo que si no lo hacen les quitan el Plan”. Sin embargo, en el total de la muestra una minoría de los/as beneficiarios/as entrevistados/as reconoce que se le exigió o exige realizar actividades partidarias para recibir o mantener el beneficio
. 


También, existen municipios en dónde los proyectos comunitarios son armados y administrados por determinados agentes (personas influyentes, punteros políticos, Ong’s) fuertemente involucrados en las redes de poder local. En otro orden, se planifican contraprestaciones poco productivas o poco satisfactorias para los beneficiarios, como resulta ser la provisión de ciertos servicios municipales (desmalezado, limpieza de calles, etc.) o para la cobertura de vacantes en escuelas y otras instituciones públicas, pero funcionales a las necesidades de contar con ‘mano de obra barata’. La contraprestación laboral, en muchos casos, no le ofrece al beneficiario la realización de una tarea socialmente útil (se han mencionado los trabajos en costureros, huertas, bibliotecas, como útiles y “donde se aprende”), afectando su anhelo de sentir que se gana los $150 de manera legítima en lugar de recibirse una dádiva o un favor, como tampoco respeta las competencias laborales del beneficiario. 


Asimismo, se señala que existe falta de control sobre la efectiva realización de las contraprestaciones, lo cual genera situaciones de inequidad: “muchos cobran sin trabajar porque están arreglados con el puntero o el líder piquetero, y nosotros tenemos que cumplir”. Cabe señalar que las contraprestaciones laborales en general no son rechazadas por los beneficiarios pues por el contrario, les permite afirmar su condición de trabajadores capaces de obtener un ingreso, y no de sujetos pasivos de la asistencia. Esto es importante para la imagen que tienen los beneficiarios de sí mismos y aquella que proyectan hacia la sociedad. El carácter de la contraprestación a través de la capacitación está menos difundida y cuando se realiza en muy irregular y poco sistemática, no generando prácticamente ningún efecto de cambio. Muchas de esas acciones tienen además muy escasa relación con las demandas de trabajo a nivel local, ni ofrecen la posibilidad de apoyar la generación de empleos genuinos y sostenibles.Tampoco se toma en cuenta como meta la opción de finalización de la escolaridad como contraprestación. Se observa desinterés de las instancias locales en dar difusión a esta opción, presumiendo los entrevistados que se debe a que ello les quitaría control sobre los beneficiarios. 


Los problemas relacionados con la información se centran justamente en sus déficits: por ejemplo, hay desconocimiento de que las jefas de hogar madres de discapacitados pueden ofrecer como contraprestación el cuidado de sus hijos, como tampoco se ha difundido adecuadamente la normativa que limita la obligación de la contraprestación a la cantidad de hijos. En algunas jurisdicciones provinciales les retiran al beneficiario otras prestaciones, por ejemplo las alimentarias, argumentando que no les corresponden. También resulta difícil comunicarse con el 0800-línea gratuita del Plan Jefas y Jefes del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. La confusión se acrecienta por los rumores como cuando se difunden versiones tales como “las inscripciones no están cerradas, nos han dicho que se van a recibir 8000 planes más”, aunque sin saber a dónde recurrir para su confirmación. Hay instancias políticas locales que utilizan la provisión de información a los beneficiarios como factor de  manipulación: “Te dicen que no estás en el listado, que no saliste, pero en realidad estás, entonces te ofrecen  incluirte y después te lo cobran de distintas maneras”.


Asimismo, se evidencia una contradicción entre la pretensión de universalidad del Plan y la práctica, ya que en la actualidad, no todos los Jefes y Jefas desocupados que califican para el mismo pueden ser cubiertos. En la medida que la normativa no fija  límite temporal para el ingreso no se cumple con la pauta del derecho de inclusión. Refuerza además situaciones de inequidad que no pasan inadvertidas por potenciales beneficiarios, quienes se ven relegados ya sea porque no accedieron a la información necesaria y no se han inscripto (especialmente en las áreas rurales), o porque se han inscripto y no han salido en los listados (desconociendo las razones de dicha exclusión), o porque han sido engañados con falsas promesas por intermediarios y gestores. Por otra parte, tampoco los recursos económicos destinados al Plan parecen ser suficientes para cubrir toda la demanda potencial.


La modalidad administrativa de la operatoria también presenta algunos inconvenientes: hay intermediarios o gestores que hacen ingresar beneficiarios en departamentos o municipios distintos a los de su domicilio, a quiénes luego se les cobra por el traslado hasta el lugar de cobro. La falta de claridad en las razones del cese genera una alta incertidumbre y desazón en el beneficiario respecto a si seguirá teniendo o no el beneficio. El temor a perderlo refuerza el poder de los referentes locales que son vistos con la capacidad de influir en esas situaciones. No parece haber coordinación ni controles cruzados entre el sistema de control de la contraprestación al nivel local y el circuito bancario de pago del beneficio. Se hace difícil mantener en ritmo actualizado el padrón por lo que el no cumplimiento de la contraprestación no necesariamente produce el no pago del beneficio. Y si el beneficiario no es incluido en la planilla por la razón que sea, queda el ‘mes caído’ y recién a los tres meses lo vuelven a incluir si corresponde. No hay pagos retroactivos como tampoco ‘ventanilla de información ó reclamo’.

La condición de ser desocupado para mantener el beneficio, incentiva en el beneficiario la permanencia, o lo induce preferencias por el trabajo en negro o directamente a desestimar la oferta laboral. Por otra parte, en algunos casos relevados de fuente propia, se constatan grupos familiares que concentran varios planes Jefas-Jefes, por lo que el ingreso total familiar mejora sustancialmente. Ello también actúa como desincentivo al  trabajo dados los bajos salarios del mercado en puestos de baja calificación y temporarios.  

En el estudio cuantitativo del ‘Monitor Social’ implicó en los tres aglomerados urbanos ya mencionados una muestra de 201 hogares del Gran Buenos Aires, 200 hogares del Gran Mendoza y 202 hogares en Formosa. Los resultados emergentes de la indagación dan cuenta de un perfil de beneficiarios que refleja una fuerte presencia de hogares monoparentales con fuerte participación femenina, en el segmento etario de menos de 40 años, solteros/as y convivencias temporarias, y con hijos/hijastros menores de edad a cargo. 
En cuanto al procedimiento de incorporación al plan, la totalidad de los beneficiarios refirió haber llenado la correspondiente ficha de inscripción aunque no recibieron ninguna constancia o número de trámite, lo que es percibido por los entrevistados como una irregularidad
. En cuanto al lugar de inscripción de la muestra se observa una concentración en las Municipalidades y en la Subsecretaría de Empleo Provincial según el aglomerado, aunque también se verificaron una profusión de otros lugares que oficiaron de intermediarios. En general se desconoce dónde deben pueden y deben efectuar los reclamos por lo que su frecuencia en muy baja
. 

En lo que respecta al monto del beneficio un porcentaje significativamente minoritario de beneficiarios/as entrevistados se manifiesta conforme con el monto percibido, por lo que se concibe la prestación sólo como “una ayuda”, aunque aparece una sensación no explícita de cierta seguridad/estabilidad que les produce.

El grado de satisfacción con respecto a las actividades de contraprestación está ligado a la realización de tareas que justifiquen su derecho al beneficio, y crece cuando representa un aprendizaje, ayuda a los otros, tiene carácter social, respeta horarios y cercanía con el lugar de residencia, está en línea con el oficio o profesión de la persona beneficiaria y se verifica el buen trato de los coordinadores responsables de la ejecución. 

El nivel de conocimiento o acceso que se tuvo al plan estuvo determinado por las redes sociales de parentesco y vecindario en las que el sujeto se inscribe como ámbito de pertenencia social; mientras que la información divulgada a través de los medios masivos de comunicación aparece en un segundo lugar. Acerca de la fuente de financiamiento la mayor parte de los jefes y jefas de hogar indagados visualiza al Gobierno Nacional como proveedor de los fondos. 

Finalmente, la nota de coyuntura del Ministerio de Economía nos ofrece información estadísticas acerca del impacto del JJHD sobre el empleo, brindando información aclaratoria respecto a la medición del desempleo, y aclarando que en los relevamientos de la Encuesta Permanente de Hogares siempre se han considerado dentro del subconjunto ocupados a los beneficiarios de planes sociales, que registren alguna forma de prestación laboral.  En el siguiente cuadro se presentan para el total urbano, las poblaciones y tasas correspondientes al período octubre 2000 - octubre 2002 publicadas, y la resultante de excluir de los ocupados a los beneficiarios de los planes de empleo.

	
	Población Total
	Ocupados Totales
	Planes de Empleo
	Ocupados sin computar Planes

	Octubre 2000
	32.954.000
	11.760.000
	173.000
	11.587.000

	Mayo 2001
	33.394.000
	11.718.000
	203.000
	11.515.000

	Octubre 2001
	33.711.000
	11.401.000
	207.000
	11.194.000

	Mayo 2002
	34.024.000
	10.967.000
	268.000
	10.699.000

	Octubre 2002
	34.223.000
	11.828.000
	798.000
	11.030.000


Fuente: Dirección Nacional de Coordinación de Políticas Macroeconómicas sobre la base de datos del INDEC.

El JJHD implementado en nuestro país, exhibe diferencias si se toman en cuenta las definiciones de renta básica asociadas a la propuesta de dar a cada miembro de la sociedad un ingreso completamente incondicional (Van Parijs, 1995). En este enfoque renta básica es “un ingreso pagado por el Estado a cada miembro de pleno derecho de la sociedad incluso si no quiere trabajar de forma remunerada, sin tomar en consideración si es rico o pobre o, dicho de otra forma, independientemente de cuáles puedan ser sus otras posibles fuentes de renta, y sin importar con quien conviva”  (Raventós, 2003). Los problemas con la publicidad de los actos, con los canales de información y reclamo, y los derivados de la relación Estado Nacional - Municipios, inhiben la pretensión de universalidad. 

LOS PROGRAMAS DE INSERCIÓN ¿ESTRATEGIA DE CONTROL SOCIAL DE LOS POBRES, Ó CAMINO HACIA LA EMPLEABILIDAD? 
El aumento de la miseria y el ascenso de la vulnerabilidad ha obligado a un replanteamiento de las políticas sociales tradicionales, emergiendo en este contexto la alternativa ampliamente difundida de los ingresos mínimos de inserción. Reconociendo que el problema es esencialmente de orden laboral, la primera duda se asienta en el carácter de la política: ¿forman parte del sistema de políticas sociales o debe considerarse como dimensión de una política de empleo?, ¿la prestación otorgada se asimila a un ingreso mínimo o resulta más bien en una ayuda asistencial?

Las respuestas pueden encontrarse tanto en los modos históricos de regulación de la pobreza, como en las concepciones de Estado que han primado en una sociedad, así como en la percepción social de la noción misma de pobreza. Esta puede ser vivida como integrada, marginal o descalificante por las víctimas de ella (Paugam, 1998).   En cuanto a la configuración del tipo de protección estatal, el número de personas tomadas a cargo por la asistencia va a depender de la importancia de la protección brindada por el sistema de Seguridad Social. La necesidad de recurrir a los mecanismos de la asistencia, será así más fuerte para aquellos desocupados que residen en un país que brinda una protección reducida a través de su sistema contributivo, que para aquellos residentes en países en donde la protección a la desocupación a través de mecanismos típicos de la Seguridad Social es más extensa.
Tanto el control como la asignación de puestos de trabajo responden a demandas en conflicto. Y si consideramos su fuente la desigualdad, debemos preguntarnos ¿en qué medida este tipo de políticas contribuye a disminuir la intensidad del proceso de dualización social al que asistimos? Si la respuesta es negativa habrá un incremento del conflicto, entonces los argumentos en torno a una renovada estrategia de control social serán válidos. En este sentido, los programas de ingresos mínimos de inserción pueden ser parte de una política que permite la reproducción pacífica del sistema. Susín Betrán (1998: 92) definirá la reforma del sistema de protección social como una ruptura y superación de los mecanismos tradicionales. No obstante la innovación, “los ingresos mínimos de inserción se incluyen dentro de una más amplia política de inserción con la que se pretende penetrar en el tejido social de forma constante y con una finalidad de planificación de las relaciones sociales, de integración y regularización de la pobreza”. Este tipo de programas combinan un elemento estrictamente económico, la prestación monetaria, con las acciones de inserción destinadas a servir para la apertura de espacios reales de inserción de modo que las personas fortalezcan su autonomía y alcancen un desarrollo más pleno en términos de ciudadanía. En la medida que este resultado reparador no se alcance y no se diminuya la relación de desigualdad, se impondrán las funciones latentes vinculadas con la regulación y normalización de la pobreza, identificándose entonces con los mecanismos de control-censura-social. En este punto ha sido Wacquant (2001) quien ha ubicado los ingresos mínimos de inserción como parte del “ascenso del Estado penal”,  lo que supone la transformación de los servicios sociales en instrumentos de vigilancia y control de las clases peligrosas, en este caso, de los pobres.  

Frente al conflicto social la propia necesidad de supervivencia hará que las sociedades busquen formas de mitigarlo y preservarse, constituyendo un aspecto determinante del control. Sus mecanismos son producto de las relaciones de poder vigentes en orden a la preservación del conjunto. En ese sentido, los gobiernos que impulsaron medidas de este tipo incorporaron los siguientes principios:

-La implementación de un ingreso mínimo, con el objetivo de luchar contra la pobreza, reconociendo el derecho a disponer de recursos suficientes para vivir conforme a la dignidad humana.

-La territorialización de las políticas, implica asumir el problema como un asunto de Estado y en consecuencia tener que adoptar una estrategia de implementación territorial. Con esquemas más o menos descentralizados, en general ha sido el nivel local considerado como el más apropiado para la ejecución de estos programas. La cuestión territorial involucra además el debate acerca de quienes serán considerados residentes pasibles de recibir la ayuda.

-La cuestión de la inserción como contrapartida de la subvención. En base a un esfuerzo hacia una progresiva articulación de los sistemas de garantía de recursos con las acciones de inserción; es decir que, la prestación brindada a la persona en dificultad se encuentra asociada a la proposición de una acción de inserción. El contenido y las modalidades particulares de los dispositivos varían de un país a otro, pero el objetivo final es el mismo: reestablecer o establecer una actividad para la persona que se beneficia con la ayuda. 


Si por otro lado, nos detenemos en el objetivo de la empleabilidad, la cuestión  de fondo radica en resolver lo que se considera mejor en pos de dicha meta: ¿sostener una renta incondicional o limitar la asistencia? ¿definir condiciones de elegibilidad, plazos y normas de condicionalidad? Estos aspectos nos remiten a las principales controversias en materia de Política Social.

Mientras para unos no debería haber derecho a la asistencia sin la obligación de trabajar dando lugar al conocido modelo del ‘worfare anglo-americano’
, para otros es legítimo sostener el derecho y garantía estatal de una renta vitalicia e incondicional. Entre ambas posiciones extremas puede señalarse una tercera vía que combina una lógica universal para unos derechos sociales mínimos, una lógica de garantía como salvaguarda de un cierto nivel de vida ante la ocurrencia de los riesgos sociales, y una lógica de inserción para los desempleados, en un enfoque que busca encontrar un equilibrio entre derechos y deberes de los ciudadanos. 

No caben dudas que el resultado exitoso de la estrategia debe medirse en términos de la empleabilidad de los beneficiarios. Ahora, ¿qué pasa si la gente no consigue trabajo en el sector privado?, entonces ¿debe suministrárselo el Estado?, ¿hasta donde los distintos sectores sociales soportarán la carga del mantenimiento de los excluidos y de sus familias desorganizadas?
. La re-vinculación laboral no ha sido evaluada de manera sistemática, y se han volcado la mayor parte de los esfuerzos en la línea de la economía social y la informalidad como ámbito de generación de ingresos, con resultados aún no ponderados.

Una lectura del caso argentino nos permitiría señalar la ambivalencia de sus principios, pues existen en el plano normativo criterios de elegibilidad y normas de condicionalidad aunque de cumplimiento variable. La garantía de cobertura antes los riesgos sociales no es objeto del JJHD, en la medida que no hay articulación con el resto de las políticas que atienden los diversos riesgos sociales, primando el componente económico de la prestación. El Plan se enfrenta a una dificultad de índole ideológica y política pues no se aborda el tema de los deberes y de la responsabilidad social de las personas, el Estado y las empresas, aspecto que quedó en manos de los Consejos Consultivos locales, con débiles señales de compromiso. Aún no se han evaluado resultados en función del cumplimiento de las metas de empleabilidad.

REPENSAR LA JUSTICIA ANTE EL QUIEBRE DE LA ‘SOCIEDAD DEL TRABAJO’
La llamada ‘sociedad del trabajo’ produjo un orden social, a partir del cual se establecieron normas básicas de convivencia en el espacio público, al tiempo que definía una rutina y obligaciones en el mundo privado, reconocido esencialmente en el ámbito de la familia. El ejercicio de la autonomía del sujeto (es decir, la libertad moderna) se desarrollaba en ese espacio definido por los límites del hogar y del trabajo. A su vez, los espacios de no-trabajo permitían explicar las razones de la pobreza y otros problemas sociales, tanto en la población apta como en la no-apta, así como discriminar entre lo lícito e ilícito. Un conjunto de profesiones e intervenciones  giraban en torno a la tarea de acercar a las personas al mundo del trabajo. 

El modelo de justicia distributiva tanto en sus versiones meritocrática e igualitaria, sustentaron el programa modernizador. En el caso de la justicia distributiva meritocrática, el criterio de lo que es justo se definía sobre la base de “cada cual de acuerdo a sus méritos”. Luego, las propuestas más radicales de igualdad, sostuvieron que todas las personas más allá de sus méritos, tenían por ejemplo, igual derecho al voto, o que -independientemente de su contribución al producto social- el mismo derecho a un determinado nivel mínimo de vida.  En un proceso de expansión en el que los grupos de la sociedad civil lucharon por la autoatribución de necesidades y por su redistribución, el ‘derecho a algo’ implicó la autorización legal para tener una necesidad de ese tipo. Los derechos sociales y económicos y su constitucionalización, representaron la dimensión jurídica de un espacio de necesidades reconocidas, las que funcionaron como la contrapartida de la obligación del trabajo. 

Sin embargo, luego del ciclo histórico de reconstrucción de la Segunda Guerra Mundial, comienzan a advertirse tensiones entre los derechos por un lado, y la satisfacción de necesidades por otro. Los derechos reconocen necesidades pero no pueden garantizar su satisfacción allí donde hay demandas en conflicto alrededor de valores controvertidos, o cuando se trata de recursos escasamente disponibles. Además el reconocimiento de necesidades en unos, implica el deber de reconocimiento de necesidades en otros reclamantes. Si sólo se trata del provecho para un grupo, ello deja de ser un derecho para ser un privilegio: entonces no hay justicia. 
Entre el discurso de la crisis y la retórica reformista, la llamada discriminación positiva retoma las actuales controversias acerca de la justicia. Cuando intentamos valorar la justicia (o el trato justo) de una política social partimos de la premisa básica que todos los ciudadanos deben ser igualmente tratados, sin que medie razón moral relevante que justifique un tratamiento diferencial. Sin embargo, también es cierto que los beneficios y las cargas son distribuidos de alguna manera (más o menos inequitativa) en una sociedad, de modo que la justicia no puede ser ciega ante esta realidad. 

Para quienes se ubican en una posición contraria al reconocimiento de un tratamiento especial, la ‘acción afirmativa’ dirigida a minorías como los desocupados, las mujeres, a determinado grupo racial o étnico, o migrantes supone una desviación que opera en contra de la no discriminación y del trato igualitario que debe ser garantizado por el Estado según los derechos constitucionales. Quienes están a favor de la acción afirmativa entienden por el contrario, que ésta se justifica en la noción de justicia compensatoria. Es decir, parten de considerar que determinados grupos ya son tratados diferencialmente y por tanto, injustamente, de modo que deben ser compensados. La política social en este sentido adquiere la forma de un tipo de compensación o reparación a un daño ya inflingido, en términos de segregación social y exclusión de oportunidades vitales. 

La acción afirmativa o la política positiva se sostiene en el esfuerzo por neutralizar las desventajas competitivas que presentan determinados grupos sociales, quitando el ‘velo de la ignorancia’ sostenido en la aspiración de la ‘igualdad de oportunidades’. De todos modos, no resulta sencillo persuadir a toda la población de apoyar este tipo de medidas, ya que en primer lugar, no todos se sentirán igualmente involucrados, comprometidos o causantes de la existencia de ciertos patrones de segregación social, y en segundo lugar, determinada preferencia, puede implicar al mismo tiempo un problema moral por cuanto afianza cierto estigma o rasgo diferencial, manteniendo entonces las bases de la confrontación social.

Quizás una salida al problema sea pensarlo recuperando la noción de bien común. Ello significa que primariamente, se debe asegurar que las políticas sociales, el sistema social, las instituciones y sus programas de desarrollo de los cuales todos nosotros dependemos, sean beneficiosos para todos. La apelación al bien común nos obliga a vernos a nosotros mismos como integrantes de la misma comunidad, y a reflexionar desde un horizonte más amplio sobre aquellas cuestiones concernientes al tipo de sociedad que queremos conformar y en la queremos vivir, así como en la manera de conseguir esa meta. Asimismo, respuestas como las que propone la acción afirmativa serán necesarias cuando más inequitativas sean las sociedades, pues de otro modo, en ellas será muy difícil sostener la creencia de que todos tenemos las mismas oportunidades. 

La llamada ‘sociedad del trabajo’ produjo un orden social, establecieron normas básicas de convivencia en el espacio público, como una rutina y obligaciones en el mundo privado de la familia. El modelo de justicia distributiva tanto en sus versiones meritocrática e igualitaria, sustentó este programa modernizador. La crisis de la sociedad del trabajo y de un Estado que actuaba en consecuencia, produjo tensiones entre los derechos por un lado, y la satisfacción de necesidades por otro. Surge la noción de justicia compensatoria como fundamento de la llamada acción afirmativa ó política positiva. En este marco, se parte de considerar que determinados grupos ya son tratados diferencialmente y por tanto, injustamente, de modo que deben ser compensados. La política social en este sentido adquiere la forma de un tipo de compensación o reparación a un daño ya inflingido, en términos de segregación social y exclusión de oportunidades vitales. De todas maneras no resulta sencillo persuadir a toda la población de apoyar este tipo de medidas, al tiempo que puede implicar un problema moral por cuanto afianza cierto estigma o rasgo diferencial. Quizás una salida al problema sea pensarlo recuperando la noción de bien común.

¿QUÉ ES TRABAJO?

Los programas de ingresos mínimos de inserción pusieron sobre el tapete no sólo la crisis de la sociedad del trabajo, sino del concepto mismo de trabajo. En este sentido hay coincidencia en que el trabajo es un bien por derecho propio, independientemente de los ingresos que genere. Se trata de un bien en la medida “que ofrece al individuo una base para respetarse a si mismo, por ofrecer una fuente de estructura y orden en la vida cotidiana, y por servir como vehículo para la autorrealización” (Elster, 2003:170). Esta definición avanza sobre la visión donde el ingreso personal es concebido como el medio fundamental de acceso a las instituciones, lo que determina el proceso de inclusión social. La carencia de ingresos sería el factor clave a la ahora de explicar la exclusión (Lo Vuolo, 1995)

Si destacamos los beneficios no monetarios del trabajo, podemos definir trabajo como “una actividad que produce un beneficio que es externo a la ejecución misma de la actividad, beneficio que puede ser disfrutado por otros” (Raventós y Casassas, 2003: 193). De este modo el trabajo asalariado o remunerado es sólo una forma más de trabajo, que se integra a otros tipos de actividad o trabajo: el trabajo doméstico y el trabajo voluntario. No estar realizando un trabajo remunerado no equivale a no estar desempeñando trabajo alguno.  La utilidad social de la actividad no sólo debe medirse por la remuneración.


Algunas observaciones que se siguen de lo expuesto redundan en reconocer distintas formas de actividad: el trabajo social es significativo en el caso local; asimismo, así como en un contexto de bajo desempleo, la ayuda puede ser significativa pero también el estigma de estar desempleado, cuando el desempleo es masivo, se reduce la estigmatización pues pasa a naturalizarse como aspecto de la vida cotidiana, aunque se constriñe la posibilidad de pagar subsidios altos. En cualquier caso, el subsidio por desempleo no es sustituto del trabajo como fuente de estructura y significado. Tampoco es una solución adecuada la creación de trabajo por parte de las autoridades públicas, ya que casi por definición, se trata de posiciones que no producen bienes o servicios altamente valorados por la sociedad (si no fuera así, ya hubieran sido proporcionados). De modo que, si las oportunidades resultan ser insumo para un mercado de trabajo artificial que fomenta la informalidad, o una salida coyuntural mientras dure el subsidio, o conducen directamente a ubicar a los desempleados en los empleos basura (junk jobs), trabajos duros que nadie quiere realizar, entonces no hay inserción pues tan importante es la dimensión monetaria de la prestación básica como lo es el incentivo no-financiero, a través de una oportunidad (algún tipo de entrenamiento, servicio de empleo, o posición laboral) que contribuya a la inserción, es decir, al reconocimiento y pertenencia social. 

La experiencia de programas de este tipo ha mostrado cómo fracasan algunas iniciativas: sólo si produzco algo que los demás valoran suficientemente puedo saber que no soy una carga para la sociedad. El respecto por uno mismo es un subproducto de actividades que se realizan con otros fines.
El trabajo es un bien por derecho propio, independientemente de los ingresos que genere. El trabajo asalariado o remunerado es sólo una forma más de trabajo, que se integra a otros tipos de actividad o trabajo, como el trabajo doméstico y el trabajo voluntario. La utilidad social de la actividad no sólo debe medirse por la remuneración, por lo que deben considerarse los incentivos no-financieros. Las oportunidades que contribuyan a la inserción, son aquellas que conllevan el reconocimiento y el sentido de pertenencia social. sólo si produzco algo que los demás valoran suficientemente puedo saber que no soy una carga para la sociedad.


Si evaluamos los efectos de la renta básica en términos globales de distribución del ingreso, los resultados económicos son mínimos. Según el estudio de Galasso y Ravallion (2003) para el Banco Mundial, y de acuerdo a la metodología de evaluación allí utilizada, las estimaciones de impacto medio sugieren que los participantes hubieran tenido una caída mayor del ingreso real en ausencia del plan. El grupo de comparación experimentó una caída del ingreso real de alrededor de 250 pesos por mes en ese año 2002. En cambio para los  participantes de "Jefas y Jefes", la declinación fue de 150 pesos en el mismo año. Esto sugiere que el programa actuó como una red de protección social parcial y atenuó la caída del ingreso en relación con lo que de otra manera hubiera experimentado el hogar. Observamos que en promedio las ganancias netas de ingreso son de un medio a dos tercios del salario bruto. El programa tuvo un pequeño efecto en la tasa general de pobreza, si bien tuvo un impacto más considerable en la incidencia de la indigencia. Por ejemplo, permitió que un dos por ciento más de la población pudiera cubrir el componente alimentario de la línea de pobreza argentina. También se logró cierta protección frente a la pobreza extrema, en este sentido estimamos que un 10% más de los participantes hubieran caído por debajo de la línea de indigencia sin el programa. A estos niveles, estamos lejos de una situación en la que el valor del beneficio promueva comportamientos vinculados a la propensión marginal a optar por la ayuda social en vez de trabajar
.  

¿Puede en cambio tener mayor impacto en función de la capacidad de negociación de los excluidos? Puede valorarse un cierto rango de independencia económica considerando que ese ingreso básico reduce la relación de dominación existente, y si entendemos la libertad como no-dominación, entonces resultar un beneficio en términos de libertad. Ahora, si la mejora económica sólo alcanza para salir de la indigencia, lejos estaría de poder ser valorada en términos de independencia económica.

Por otra parte, en tanto sea el individuo quien se considera como la unidad receptora en lugar de la familia, este tipo de política puede plantearse como una herramienta clave de la libertad personal (Lo Vuolo, 1995). No habría dependencia ni de un hogar con determinado arreglo familiar, evitando así las trampas de la pobreza y el desempleo, dejando de existir como ´personas´ para pasar a ser ‘destinatarios de la asistencia social’. 

Aquí el tema de fondo nos remite al problema de cómo valorar la mejora social, y en ese marco la capacidad o poder de negociación para poder llevar a  cabo de forma efectiva los planes de vida propios, evitando quedar convertidos en meros instrumentos de terceros. 

Este es un capítulo no analizado en las evaluaciones recogidas, aunque presente en el debate. Si superamos el nivel de los hogares, nos vincula directamente al papel de los movimientos sociales y a los beneficios que reciben los personas que en ellos participan.   Al respecto, entendemos que la renta básica mejora la capacidad de espera, reduce la urgencia y sólo en ese sentido puede mejorar el margen de negociación, aunque ante salarios tan deprimidos y desempleo sostenido éste se convierte en un factor poco importante. En ese sentido se entiende que escasamente colabora en la reducción de riesgos.  Ahora, la renta básica en tanto ’caja de resistencia’ puede favorecer la fuerza negociadora cuando es capitalizada por las organizaciones y dirigencias que actúan como mediadoras en el sostenimiento de los planes. Creemos que esta es la actual transición en el caso argentino.

Las nuevas realidades muestran no sólo la miseria material, sino el quiebre de las bases morales en que se cimentara la integración social que conocimos bajo el gran paraguas de la solidaridad y las políticas del bienestar. La contribución en términos de independencia económica es baja, como lo es en términos de libertad personal, ya que el énfasis está colocado en los hogares. No obstante, puede señalarse un cierto grado de acumulación de poder de negociación de quienes actúan como intermediarios en la gestión del Plan. La valorización del derecho al trabajo es importante, aunque la retórica de las políticas activas lejos está de expresar un significado unívoco y ha sido más poderosa que su materialización. La sobrecarga simbólica de los términos que abordamos, pero que significan cada vez cosas más dispares para personas y grupos sociales diferentes, conducen a un ‘exceso de sentido’ que paraliza su eventual eficacia, y por tanto neutraliza su potencial de cambio.
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� Entre la vasta bibliografía analizada, merece destacarse un trabajo pionero en el escenario local como es el texto Contra la exclusión. La propuesta del ingreso ciudadano; Lo Vuolo, R. (comp.) en donde puede encontrarse una acabada  presentación de los marcos teóricos con una sistematización de los modelos de prestaciones contributivas por desempleo, y de los programas de renta mínima en los países europeos. 





� En el caso del concepto de pobreza, la palabra pobre expresa tres tipos de carencias: ´tener poco´, ´valer poco´, ´tener poca suerte´. Esta carencia puede ser estructural: “ser pobre”, circunstancial: “estar pobre”; excluyente: “no ser rico”, voluntaria: “hacerse pobre”, fingida: “hacerse el pobre”. La noción se juega en contrapunto con la de  ‘marginal’ y ‘nueva pobreza’. Para el primero se puede sugerir que su utilización proviene de la existencia de «margin» y «marginal» en la lengua inglesa, que penetran posteriormente en las lenguas latinas. Concretamente, Vincent, B. (1979) sitúa el empleo de estos vocablos en Francia para designar aquellos colectivos de jóvenes desclasados, bohemios, que se negaban a ser asimilados participando en las revueltas posteriores a “mayo del 68”. De adjetivo gente marginal se transforma en un sustantivo que califica a un colectivo, los marginados. Éstos serían los que están lejos del centro, pero dentro de la página de la historia. En este sentido, el marginado sería un punto intermedio, una fase pasajera, entre la integración y la exclusión más definitiva, combinándose también una marginación voluntaria y una impuesta.


� Decreto 565/02, B.O. 04/04/02


� Este dato debe ser relativizado de acuerdo con el tipo de metodología utilizada en la obtención de la información, debiendo además tenerse en cuenta la influencia de aspectos que detallaremos como la escasa información, el temor ante el cese del beneficio, y los compromisos y lealtades que se asumen en el contexto de las redes locales, todo lo que explicaría la reserva de cierta información que la persona entrevistada juzgue contraria a sus propios intereses.


� Ello alimenta la sensación de inseguridad e inestabilidad de las personas beneficiarias en términos de su derecho a la continuidad en la percepción del beneficio, así como a sus posibilidades de realizar reclamos ante eventuales irregularidades futuras. También aumenta su dependencia en relación con actores no institucionales que se arroguen un grado de poder real o ficticio al respecto.





� Este aspecto es relevante por cuanto el reclamo constituye una herramienta que protege, destacando la condición de derecho-habiente, por lo que se considera de suma importancia su conocimiento por parte de la sociedad en su conjunto.


� El debate se ha encapsulado alrededor de la cuestión del "workfare" que, resurge con fuerza en los Estados Unidos, precisamente después del voto del Congreso Americano en Julio de 1996, de la ley que tiende a reducir considerablemente la importancia y la duración de las ayudas sociales, haciéndolas depender de una obligación estricta de retorno al trabajo de sus beneficiarios.





� Esto genera una serie de interrogantes: ¿puede decirse que estas personas tienen ‘empleo’, cuando sólo trabajan a cambio de la asistencia?, ¿adquirirán hábitos de trabajo e independencia que les permita conseguir empleo por si mismos?, ¿qué debe hacerse si no trabajan bien o si no acuden a trabajar?, ¿debe obligárseles?, ¿a qué costo para la comunidad?


� Se refiere a que si resulta superior al nivel de los salarios más bajos agregaría un factor de injusticia respecto de aquel que trabaja. Para algunos el argumento es tajante: la asistencia nunca debe mostrar que es mejor ‘vivir sin trabajar’.





